Fallo:

En la ciudad de Mendoza, a los veintiséis días del mes de marzo del año dos mil trece, se reúnen en la Sala de Acuerdos de la Excma. Cámara Quinta de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributario de la Primera Circunscripción Judicial, los Srs. Jueces titulares de la misma Drs. Adolfo Mariano Rodríguez Saá y Oscar Martínez Ferreyra, no así el Dr. Juan E. Serra Quiroga por haberse acogido a los beneficios jubilatorios, y trajeron a deliberación para resolver en definitiva la causa Nº20.465/13.950, caratulada "CONTRERAS, CARLOS F. Y OTRA POR SU HIJA MENOR C/ DIRECCIÓN GRAL DE ESC. P/ D. Y P.", originaria del Primer Juzgado en lo Civil, Comercial y Minas de la Cuarta Circunscripción Judicial, venida a esta instancia en virtud de los recursos de apelación interpuestos a fs. 285, 288 y 290 por la Dirección General de Es-cuelas, Fiscalía de Estado y la Dra. Liliana H. Crowe, quien lo hace por sí y por la parte actora contra la sentencia dictada a fs. 272/282. 

Llegados los autos al Tribunal, a fs. 319 se ordena expresar agravios, lo que se cumple a fs. 321/324, 333/335 y 340/341. Corridos los traslados de ley, a fs. 327/328, 338 y vta. y 345/346 se contestan los recursos, quedando los autos en estado de resolver a fs. 319 y 357. 

Practicado el sorteo de ley, quedó establecido el siguiente orden de votación: Drs. Rodríguez Saá y Martínez Ferreyra. 

En cumplimiento de lo dispuesto por los arts. 160  de la Constitución Provincial y 141  del C.P.C., se plantearon las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTION: Es justa la sentencia apelada? 

SEGUNDA CUESTION: Costas. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTION EL DR.RODRIGUEZ SAA DIJO: 

I.- Que en primera instancia se hace lugar parcialmente a la demanda por daños y perjuicios promovida por la parte actora condenándose a la Dirección General de escuelas a pagar la suma de pesos cincuenta y seis mil ($ 56.000.-), correspondiendo pesos mil ($ 1.000.-) a gastos de farmacia y médicos, pesos cuarenta mil ($ 40.000.-) a incapacidad y pesos quince mil ($ 15.000.-) a daño moral. Todo ello con más los intereses legales a partir de la fecha expuesta en el tratamiento de cada rubro, hasta la fecha de su efectivo pago. 

La sentencia es apelada por la Dirección General de Escuelas, Fiscalía de Estado y la Dra. Liliana H. Crowe, quien lo hace por sí y por la parte actora, Fiscalía de Estado y la Dra. Liliana H. Crowe, quien lo hace por sí y por la parte actora. 

A.- RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR LA DIRECCIÓN GENERAL DE ESCUELAS: 

II.- Que al fundar su recurso señala que en la sentencia dictada no se han valorado acabadamente las pruebas rendidas y las constancias de autos, por lo que se agravia en primer lugar por desconocerse que las consecuencias incapacitantes de la menor fueron provocadas por un comportamiento o hecho ajeno al ocurrido el día 8 de marzo de 2.006, pues entiende la apelante que la disminución funcional por incapacidad sobreviniente fue consecuencia de un mal diagnóstico y erróneo tratamiento de la lesión, extremos que son ajenos a la responsabilidad de su parte. 

 Se funda para ello en la pericia médica traumatológica presentada en la cual el perito al examinar la sensibilidad y movilidad activa de la mano y del brazo en general no advierte alteraciones neurológicas, sensitivas ni motoras, sobre todo en el territorio de los nervios mediano y cubital inicialmente lesionados y sin que revele el resto del examen alteraciones y no tiene antecedentes traumático. Por ello considera que el daño neurológico no es irreversible y por lo tanto recuperable con el transcurrir del tiempo.Efectuadas estas aclaraciones, el perito interviniente afirma que "En cambio respecto a la fractura-luxación del codo estimo que ésta última pasó inadvertida y solo fue tratad con yeso por lo que ha persistido la luxación de la cabeza radial. Por lo tanto esta situación es la que a mi juicio le genera la incapacidad funcional de su miembro superior.". 

Continúa diciendo que tampoco se ha tenido en cuenta la invocación efectuada por su parte del Anexo I del decreto 659/96, la edad de la víctima con sus altas posibilidades de crecimiento, desarrollo y mejora ni las características de la lesión, las que según su criterio no pueden provocar una incapacidad parcial y permanente porque de la investigación científica y los mecanismos de recuperación efectuados en la actualidad por la medicina moderna llevan a concluir que la menor puede obtener una curación total de la zona afectada. 

Por todo entiende que la sentencia es incongruente con la plataforma fáctica agregada a autos y el monto admitido es arbitrario. Cita jurisprudencia. 

En segundo lugar se agravia por considerar que no existe daño moral imputable a su parte, ya que de la pericia psicológica se desprende que las reaccione psicológicas tiene su origen causal anterior al hecho, afirmando además que el daño moral tiene una finalidad resarcitoria y no debe ser fuente de enriquecimiento sin causa, no pudiendo tampoco convertirse en una herramienta para solucionar contingencias socioeconómicas de la víctima ni de su familia. Cita también jurisprudencia referida a la dificultad de fijar el resarcimiento del daño moral y un pequeño resumen de montos fijados en otros casos. 

Se agravia en tercer lugar por entender que no existe relación de causalidad, desde que la lesión que aquejó a la menor encuentra su origen en otro hecho distinto, como es el mal diagnóstico y posterior tratamiento de recuperación. 

Finalmente, señala que en la sentencia apelada se ha omitido regular los honorarios a cargo de la actora por los incidentes resueltos a fs.147/149 y 185/186. 

A fs. 327/328 contesta el recurso la parte actora quien, por las razones allí señaladas pide su rechazo. 

III.- Que si bien la Dirección General de Escuelas sostiene esencialmente en su planteo recursivo que debe ser liberada de responsabilidad por los daños sufridos por la menor D. N. C., por cuanto la incapacidad que experimenta no tuvo como causa la caída en la escuela sino que es producto del mal diagnóstico y tratamiento médico posterior y ajeno a su parte, según surge de la pericia médica traumatológica producida en la causa, considero que dicho planteo no puede de manera alguna ser admitido ya que no sólo resulta formalmente inadmisible sino que además, tampoco resulta aceptable desde el punto de vista sustancial. 

Desde el punto de vista procesal, en primer lugar el planteo realizado no puede ser admitido en esta instancia pues se trata de una cuestión novedosa no alegada al trabarse la relación procesal. No puede entonces la parte demandada introducir tardíamente en esta instancia esta cuestión pues reiteradamente, tanto la doctrina como la jurisprudencia, han señalado que el ámbito de conocimiento del tribunal de alzada se encuentra limitado a las cuestiones que han sido objeto de debate en la instancia precedente (conf. HITTERS, Juan Carlos, "Técnica de los recursos ordinarios", Bs. As. 1988, pág. 403 y ss.; C.N.C., Sala F, L.L. 1982-A, pág. 363), no siendo por lo tanto la expresión de agravios la ocasión apta para introducir cuestiones no comprendidas en la relación jurídico-procesal inicial. 

A mi criterio, ello surge implícitamente de los arts. 137  y 141, inc. V , del C.P.C. y determina, como necesaria consecuencia, que el tribunal de apelaciones no esté obligado a pronunciarse sobre las cuestiones que han sido introducidas por primera vez en la expresión de agravios (conf. S.C.Mza., L.S.199-67). 

Conforme a lo dicho, se trata entonces de cuestiones introducidas a la causa tardíamente y por ende resultan insuficientes entonces las razones dadas y relacionadas con el eventual mal diagnóstico y/o tratamiento médico efectuados a la menor. 

Desde otro punto de vista, también procesal, tratándose el supuesto mal diagnóstico y/o tratamiento médico efectuados a la menor un hecho no conocido por las partes al demandar o al contestar la demanda, ya que surge recién con la presentación de la pericia médica traumatológica, formalmente la parte interesada debió en todo caso introducir esta cuestión en la oportunidad y mediante el procedimiento previsto en el art. 172  C.P.C. 

En el caso el planteo de tal cuestión estaba a cargo de la parte demandada, no sólo por tratarse de una cuestión que podría obstar a la procedencia del derecho ejercido por la parte actora (art.179  C.P.C.) sino fundamentalmente porque en el caso en examen se está frente a un supuesto de responsabilidad objetiva y por ende, la plena y acabada demostración de la ruptura del nexo causal pesaba sobre la Dirección General de Escuelas y, subsidiariamente, sobre la Provincia de Mendoza. 

El no haberse planteado esta cuestión como hecho nuevo y al no haber sido aceptada como tal en primera instancia, impide su consideración como causal de eximición de responsabilidad, pues además al no haber tenido la parte actora la posibilidad de ofrecer al respecto nuevas pruebas vería afectado el pleno ejercicio de su derecho de defensa. 

Si no se compartieran las razones formales dadas en los puntos precedentes y se entendiera que por el contrario se trata de una cuestión debatible en la alzada, también se impone su rechazo desde el punto de vista sustancial, pues tampoco resulta admisible que la Dirección General de Escuelas sostenga que las consecuencias incapacitantes de la menor fueron provocadas por un comportamiento o hecho ajeno al ocurrido el día 8 de marzo de 2.006, ya que la disminución funcional por incapacidad sobreviniente fue consecuencia de un mal diagnóstico y erróneo tratamiento de la lesión, extremos que son ajenos a la responsabilidad de su parte, pues de los términos de la pericia presentada a fs.81/84 solo surge que el perito minimizó las secuelas de la fractura de cúbito a nivel proximal con luxación hacia delante de la cabeza del radio y entendió que la fractura-luxaci ón del codo pasó desapercibida y solo fue tratada con yeso, por lo que por ello ha persistido la luxación de la cabeza radial, agregando que esta situación se hará cada vez más notoria a medida que avance el crecimiento del brazo de la menor, considerando que esta situación es la que realmente le genera a la misma la incapacidad funcional del miembro superior.

No obstante lo dicho por el perito, la afirmación por él efectuada de modo alguno determina que la fractura-luxación del codo no sea una consecuencia de la caída de la menor en la escuela y por la que deba responder la demandada. 

Además, no resulta aceptable que se equipare en el caso la afirmación del Sr. perito de que la fractura-luxación del codo pasó desapercibida y solo fue tratada con yeso, por lo que por ello ha persistido la luxación de la cabeza radial, con una afirmación de mala praxis médica atribuible a los profesionales que trataron a la menor, pues la mala praxis requiere la prueba acaba de la culpa de los profesionales de la medicina intervinientes, cosa que no sucede en esta causa. 

No está probado que realmente la fractura-luxación del codo pasara desapercibida en los términos del art. 512  del Cód. Civil, no pudiendo dejar de tener presente que el propio perito señala que la menor además de ser tratada en el Hospital de Tupungato y en el Hospital Scaravelli, también fue ".estudiada y tratada en el Htal. Notti de la ciudad de Mza. .", circunstancias éstas que torna dudosa la posibilidad de considerar que existió la mala praxis médica invocada por la parte recurrente y que en momento alguno fue así calificada la intervención de los médico intervinientes por el Sr.perito. 

Aún cuando no se compartiera lo dicho, y se entendiera eventualmente que le asiste razón al Sr. perito médico traumatólogo al atribuir las secuelas incapacitantes subsistentes a un mal diagnóstico y erróneo tratamiento de la fractura-luxación del codo, de todos maneras debería responder civilmente la parte demanda, pues no se advierte al formularse el planteo recursivo que la responsabilidad regulada en el art. 1117  del Cód. Civil contiene una obligación de resultado y genera de esta manera una responsabilidad objetiva y en la cual está siempre presente el deber de seguridad. 

De esta manera no cabe diferenciar entre consecuencia inmediatas y mediatas, pues al no tener un régimen legal sobre el particular, corresponde aplicar el principio de la imputación de todas las consecuencias objetivamente previsibles, sean inmediatas o mediatas, no resultando aplicable la limitación del art. 520  del Cód. Civil para las obligaciones de medios, desde que se está frente a una obligación objetiva y por ende ajena, por definición, a toda idea de culpa (Conf. AGOGLIA, BORAGINA y MEZA, "Responsabilidad por incumplimiento contractual", pág. 305, citado por RINESSI). 

Fuera de lo dicho, la reparación en los casos de infracción del deber de seguridad debe ser plena, pues así surge de su fundamento que el deber genérico de no dañar, desde que no le resultan aplicables las limitaciones de la reparación contractual, pues su origen no es contractual, a pesar de que su desenvolvimiento lo es (Conf. RINESSI, "El deber de seguridad", pág.371). 

En otro orden de cosas, se sostiene que tampoco se ha tenido en cuenta la invocación efectuada por su parte del Anexo I del decreto 659/96, la edad de la víctima con sus altas posibilidades de crecimiento, desarrollo y mejora ni las características de la lesión, las que según su criterio no pueden provocar una incapacidad parcial y permanente porque de la investigación científica y los mecanismos de recuperación efectuados en la actualidad por la medicina moderna llevan a concluir que la menor puede obtener una curación total de la zona afectada. 

Dadas las características propias que reviste la reparación de la incapacidad en sede civil, la cual no se encuentra tarifada, carece de toda relevancia que se alegue la no consideración del Anexo I del decreto 659/96. Además, sabido es que en materia civil no debe limitarse el alcance de la reparación de este daño al lucro cesante y supeditarse la reparación a la previa demostración de la disminución laboral o económica, sino que debe entenderse también que toda lesión física o psíquica de importancia y permanente debe indemnizarse como un valor que la víctima se vio privada, aunque no ejerciera ninguna actividad lucrativa, puesto que la reparación comprende no sólo el aspecto laborativo sino también todas las consecuencias que afectan a la personalidad íntegramente considerada. 

Habiéndose basado el juez de primera instancia fundamentalmente en las pericias médicas presentadas y habiéndose tenido en cuenta especialmente en cuenta la edad de la víctima (fs.81 y 86), va de suyo que en la sentencia dictada sí se tuvo presente para fijar la indemnización tal circunstancia, por lo que carece de toda entidad que la apelante sostenga lo contrario. 

En cuanto, a las demás consideraciones referidas a las altas posibilidades de desarrollo y mejora de la víctima, la afirmación de que no puede provocar una incapacidad parcial y permanente y a que la menor puede obtener una curación total de la zona afectada, solo constituyen expresiones genéricas y abstractas que carecen de todo apoyo objetivo. Además de las pericas surge por el contrario que las secuelas subsistentes han afectado su estado psicofísico, su conducta y su vida en general, no desprendiéndose de las mismas que los eventuales tratamientos que pueda realizar en forma cierta pueda revertir totalmente su situación actual. Por lo demás, la incapacidad física es de carácter permanente (fs. 84). 

De esta manera, por lo dicho considero que no resulta admisible el primer agravio expuesto por la parte recurrente, el cual debe ser desestimado. 

IV.- Que en cuanto al agravio referido al daño moral, no le asiste razón a la parte recurrente al sostener que de la pericia psicológica se desprende que las reacciones psicológicas tiene su origen causal anterior al hecho, pues en momento alguno la Sra. perito señala tal posibilidad. Por el contrario, en el punto c),II,1) se mencionan todas las afecciones sufridas ".a raíz del hecho", indicándose en el apartado 3) los cambios derivados del accidente y el sufrimiento físico y psíquico sufrido ".a causa de las lesiones, producidas en su brazo derecho.". 

Nadie discute que -como se sostiene en el recurso- el daño moral tiene una finalidad resarcitoria y no debe ser fuente de enriquecimiento sin causa, no pudiendo tampoco convertirse en una herramienta para solucionar contingencias socioeconómicas de la víctima ni de su familia.Sin embargo, no se alcanza a comprender la razón de tales afirmaciones en esta causa, ya que tampoco se demuestra que la suma fijada en tal concepto ser irrazonable conforme a las circunstancias particulares vividas por la víctima. 

En lo que hace a las citas jurisprudenciales mencionadas     al formularse este agravio, no puede compartir el criterio expuesto pues este daño no puede ser establecido teniéndose en cuenta para ello montos indemnizatorios fijados en otras causas similares, ya que tratándose de un daño esencialmente subjetivo, su valuación no puede ser establecida en comparación a casos distintos y mucho menos cuando se desconocen las particularidades de los citados. Podrán ellos servir de simples referencias, pero no se puede tarifar anticipadamente el daño moral. 

En definitiva no se da ninguna razón válida que justifique modificar la suma establecida en primera instancia en concepto de daño moral, debiendo rechazarse esta queja. 

V.- Que habiendo quedado dicho con anterioridad que la responsabilidad de la parte demandada comprende la lesión en el codo y que la misma se extiende aún a las consecuencias mediatas, se impone sin más el rechazo de la queja por la cual se sostiene la inexistencia de relación de causalidad. 

VI.- Que finalmente, debe desestimarse el pedido referido a las regulaciones de honorarios diferidas a fs. 147/149 y 185/186, pues si bien en ciertos casos mediante el recurso de apelación pueden subsanarse omisiones de pronunciamiento que debieron en primer lugar ser solucionadas mediante la interposición del pertinente recurso de aclaratoria, tal posibilidad no se da en el presente caso pues resulta necesario que la regulación de la incidencia planteada a fs. 114 sea practicada por el tribunal de grado, a fin de garantizar el derecho de defensa de las partes interesadas quienes pueden eventualmente considerar que dicha regulación debe ser apelada. 

Lo dicho es sin perjuicio de que la regulación diferida sea solicitada ante el tribunal de origen, con lo cual con posterioridad este Cuerpo podrá entonces regular los honorarios diferidos a fs.185/186. 

VII.- Que por lo dicho precedentemente entiendo que debe rechazarse el recurso de apelación tratado. 

B.- RECURSO DE APELACIÓN DEDU-CIDO POR FISCALÍA DE ESTADO: 

VIII.- Que al fundar su recurso, Fiscalía de Estado expresa que se agravia en cuanto se estable que la Dirección General de Escuelas debe responder por los daños sufridos por la menor Contreras el día 8 de marzo de 2.006. Agrega que si bien la sentencia se basa fundamentalmente en las pericias médicas, sin embargo no se tiene en cuenta que en la pericia traumatológica se indica que la incapacidad es atribuida a un aparente mal diagnóstico y/o erróneo tratamiento de la lesión, por lo que es evidente la existencia de un factor cocausal. 

Por lo tanto, al quedar rota la relación de causalidad entiende que no debe responder la Dirección General de Escuelas. 

Se agravia en segundo lugar por el monto fijado en concepto de daño moral. 

Se refiere a las pautas que deben valorarse para fijar su monto y señala que teniendo en cuenta la corta edad de la víctima y la posibilidad de que una cirugía futura pueda modificar su situación actual, el monto otorgado resulta excesivo. Cita precedentes jurisprudenciales y en d efinitiva pide que este rubro se fije en la suma de pesos tres mil ($ 3.000.-). 

A fs. 338 y vta.contesta el recurso la parte actora, quien pide su rechazo. 

IX.- Que habiendo ya tratado el tema del supuesto error de diagnóstico y/o tratamiento al analizar el recurso de apelación interpuesto por la Dirección General de Escuelas, como así también el referido a la extensión de su responsabilidad aún si se entendiera que se trata de una consecuencia medita previsible, resulta innecesario reiterar los conceptos dados en dicha oportunidad, los que doy por reproducidos en honora a la brevedad. 

Consecuentemente con ello, debe rechazarse el primer agravio expuesto por Fiscalía de Estado. 

X.- Que en lo que hace al agravio referido al daño moral, si bien podría pensarse que el mismo contiene una crítica concreta respecto a la cuantificación de este rubro efectuada en primera instancia, lo cierto es que ello no es así pues a poco que se analicen las razones dadas no puede sino concluirse entendiendo que las mismas son simples generalizaciones conceptuales sobre la forma debida a seguirse en la cuantificación del daño moral, resultando carente de toda entidad que se invoque la corta edad de la víctima para obtener una reducción del monto de condena, ya que la mera invocación de la edad de una persona resulta un dato irrelevante a tal fin. 

Tampoco resulta suficiente la invocación refe-rencial de otros casos jurisprudenciales, pues como ya lo señalara al tratar el recurso presentado por la Dirección General de Escuelas, ya que tratándose de un daño esencialmente subjetivo, su valuación no puede ser establecida en comparación a casos distintos y cuyas particularidades se desconocen. Por ello afirmé que sólo podrán ellos servir de simples referencias.No resulta suficiente al fin propuesto que se recurra a antecedentes jurisprudenciales, pues he tenido ya la oportunidad de señalar que a pesar de la complejidad que presenta la determinación del daño moral la determinación de la suma indemnizatoria debe ser establecida teniendo en cuenta las circunstancias particulares del caso que se analiza, lo que excluye la posibilidad de aplicar un criterio comparativo. 

En cuanto a la posibilidad de que una cirugía futura pueda modificar la situación actual de la menor, tal afirmación no se encuentra respaldada por la pericia traumatológica producida en la causa, en la cual por el contrario se expresa que la luxación que presenta se hará cada vez más notoria a medida que avance el crecimiento del brazo. Además, el Sr. perito tuvo en cuenta la posibilidad de realizar una intervención quirúrgica, pero la calificó como ".de incierto pronóstico para corregir la actual situación". 

Por lo demás, en la pericia psicológica se expresa que el tratamiento que se recomienda hacer a la menor tendría como finalidad ".que la ayude a superar sus afecciones psicológicas.", pero no se afirma lógicamente ningún resultado.    

Por lo dicho se impone también el rechazo de este agravio, debiendo por lo tanto desestimarse el recurso deducido por Fiscalía de Estado. 

C.- RECURSO DE APELACIÓN PLANTEADO POR LA PARTE ACTORA: 

XI.- Que al fundar su recurso, la parte actora señala que se agravia por la suma fijada en concepto de daño moral, solicitando que se eleve a la de pesos cuarenta mil ($ 40.000.-). 

Luego de referirse a las lesiones sufridas por la menor, y consideradas tanto en la pericia médica como en la psicológica, manifiesta que no se han considerado correctamente las afecciones de la menor, por lo que entiende que corresponde elevar la suma resarcitoria correspondiente a este daño. Cita jurisprudencia sobre este rubro y su cuantificación. 

A fs.345/346 contesta el recurso la Dirección General de Escuelas quien, por las razones allí indicadas, pide su rechazo. 

XII.- Que más allá de las razones que puedan invocarse para tratar de objetivizar la evaluación del daño moral, lo cierto es que por su propia naturaleza el monto indemnizatorio queda siempre librado a la prudente estimación del juez de la causa, quien debe valorar las circunstancias particulares que se presentan en cada caso, pero que difícilmente podrá por último sustraerse a sus propias vivencias, creencias y convicciones. 

No obstante ello, en el caso que se analiza no aporta la parte recurrente elemento de juicio alguno que permita considerar como irrazonable la suma establecida por el Inferior en concepto de daño moral, limitando su objeciones a un simple disentir con el criterio seguido sobre este tema por el Sr. juez a-quo, lo cual resulta insuficiente para modificar la suma establecida en primera instancia (art. 137  C.P.C.). 

Por otra parte, todas las circunstancia indicadas por la parte actora en la fundamentación d su recurso han sido tenidas en cuenta en la sentencia dictada, ya que de los fundamentos dados se desprende que el Sr. juez a-quo consideró las características del accidente -lo que implica haber tenido presente que las lesiones se produjeron en el ámbito escolar- y fundamentalmente la pericia psicológica, en la cual acabadamente se mencionan los temores, inseguridades y secuelas que la niña experimentó no solo al momento del accidente sino también con posterioridad, hasta la realización de la pericia, habiéndose valorado hasta su relación con su abuela. 

Por lo demás, considero razonable la suma admitida en la sentencia apelada, dadas las lesiones sufridas por la actora y las secuelas subsistentes acreditadas en esta causa 

Entiendo así que debe desestimarse el agravio expuesto, correspondiendo por ello rechazar el recurso de apelación planteado. 

D.- RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR LA DRA. LILIANA H. CROWE: 

XIII.- Que dado al recurso el trámite previsto en el art.40  del C.P.C., ninguna de las partes hace uso de la facultad de alegar razones otorgada por la norma legal citada. 

No obstante ello, cabe recordar que la particular estructura prevista en el art. 40 del C.P.C., impone a este tribunal el deber de revisar la regulación apelada, aún cuando no se hayan expresado agravios concretos respecto a la resolución recurrida. De esta manera, las facultades que asume este tribunal en el presente caso son amplias y le permiten considerar incluso cuestiones no planteadas expresamente por las partes. 

Examinada la regulación practicada a en el punto III de la sentencia apelada, entiendo que dada la naturaleza de la pretensión ejercida en la presente causa, la misma se ajusta a la normativa arancelaria vigente, desde que los honorarios de los profesionales intervinientes han sido regulados conforme a las pautas contenidas en los arts. 2, 4, inc. a), 13 y 31L.A. 

Debe rechazarse por lo tanto el recuro deducido. 

XIV.- Que en conclusión, y a modo de resumen, por las razones dadas en los puntos precedentes considero que deben rechazarse los recursos de apelación interpuestos a fs. 285, 288 y 290 por la Dirección General de Escuelas, Fiscalía de Estado, la actora y la Dra. Liliana H. Crowwe. Así voto. 

Sobre la misma cuestión, el Dr. Martínez Ferreyra manifiesta que adhiere, por las razones dadas, al voto precedente. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION EL DR. RODRIGUEZ SAA DIJO: 

Que dado el resultado al cual se arriba respecto de los recursos interpuestos, corresponde que las costas de la alzada estén a cargo de las partes recurrentes, salvo en el caso del recurso deducido por la parte actora en cuyo caso por la naturaleza propia del único rubro discutido deben ser impuestas en el orden causado, criterio que además se siguió en primera instancia y no ha sido objeto de cuestionamiento.No ocurre lo mismo con los recursos planteados por la Dirección General de Escuelas y, Fiscalía de Estado, pues en ellos la discusión sobre el daño moral queda subsumida con el agravio correspondiente a la responsabilidad (art. 36  C.P.C.). Así voto. 

Sobre la misma cuestión, el Dr. Martínez Ferreyra manifiesta que adhiere, por las razones dadas, al voto precedente. 

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

SENTENCIA: 

MENDOZA, 26 de marzo de 2.013. 

Y VISTOS: 

Por lo que resulta del acuerdo precedente, este Tribunal, 

RESUELVE: 

I.- Rechazar el recurso de apelación interpuesto a fs. 285 por la Dirección General de Escuelas contra la sentencia dictada a fs. 272/282. 

II.- Imponer las costas de la alzada a la parte recurrente (art. 36 C.P.C.). 

III.- Regula los honorarios de los Drs. Francisco Javier Fernández, Salvador Gutiérrez y Julio Cesar Raffo en las sumas de pesos . ($.-), . ($ .-) y . ($ .-), respectivamente (arts. 2,3,4,15 y 31 L.A.). 

II.- Imponer las costas de la alzada a la parte recurrente (art. 36 C.P.C.). 

VII.- Regula los honorarios de los Drs. Pedro García Espetxe, Salvador Gutiérrez y Julio Cesar Raffo en las sumas de pesos . ($.), . ($ .) y dos mil seiscientos ochenta y ocho ($ 2.688.-), respectivamente (arts. 2,3,4,15 y 31 L.A.). 

VIII.- Imponer las costas de la alzada a la parte recurrente (art. 36 C.P.C.). 

IX.- Regular los honorarios de los Drs. Salvador Gutiérrez, Julio Cesar Raffo, Francisco Javier Fernández y Roberto H. Soria en las sumas de pesos . ($ .), .($ .-), . ($ .-) y . ($ .-), respectivamente (arts. 2,4,15 y 31 L.A.). 

NOTIFÍQUESE Y BAJEN. 

Dr. Adolfo RODRIGUEZ SAA 

Dr. Oscar Alberto MARTINEZ FERREYRA

